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Exp. 233/2022/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 233/2022/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DEL INSTITUO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a cuatro de diciembre de dos mil veintitrés. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 233/2022/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada a la Dirección del Registro Público del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O
I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el primero de abril de dos mil veintidós, compareció el C. **********, a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada a la Dirección del Registro Público del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, y como actos impugnados los que preciso en su demanda de la siguiente manera.
“La expedición de un certificado de libertad de gravámenes realizada el 9 de noviembre de 2009, mediante el cual se hace constar que el bien inmueble que se detalla en el hecho número 1 se encuentra libre de toda responsabilidad y gravamen. Sin embargo en dicho acto la autoridad administrativa omitió señalar al existencia de una hipoteca que está inscrita y pesa sobre tal bien desde el 23 de marzo de 2006””

II.- Mediante proveído de ocho de abril del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

III.- En auto de treinta de mayo de dos mil veintidós, se tuvo ´por contestando la demanda a la Directora General del Instituto registral y Catastral en el Estado de San Luis Potosí, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondan. 
Así también, con fundamento en lo establecido por fundamento en los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron por ofrecidas y admitidas como pruebas de las partes las siguientes:
A la parte actora, se le tuvieron por admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada del instrumento notarial **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********con ejercicio en esta ciudad capital; copia certificada de las libertades de gravamen de fechas nueve de noviembre de dos mil nueve y veintisiete de abril de dos mil veintiuno; y avalúo catastral número ********** bajo el folio **********, expedido el dos de marzo por la Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; documentales que el actor detalla en el inciso en los sub-incisos 1.1., 1.2., 1.3. y 1.4 del inciso 1 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

2.- La instrumental de actuaciones.

3.- La presuncional legal y humana.
4.- Por lo que toca a la prueba pericial en materia de avalúo de bienes inmuebles, a cargo del Ingeniero **********, Perito autorizado por la Comisión del Registro Estatal de Peritos, con registro **********;  se le dijo al actor del juicio, que debería presentarlo al citado Perito ante este Tribunal, a manifestar la aceptación y protesta de desempeñar el cargo conferido con arreglo a la ley.

A la autoridad demandada, las siguientes pruebas:

1.- Copia certificada de su nombramiento.

2.- Copia certificada del instrumento notarial número ********** del libro **********del protocolo del notario público número **********, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado; documental que exhibió como anexo 3 de la contestación de demanda.

3.- Copia certificada del instrumento notarial **********, del tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital; documental que exhibió como anexo 4 de la contestación de demanda.

4.- La Instrumental de actuaciones.
5.- Presuncional legal, lógica y humana.

6.- Referente a la prueba pericial en materia de avalúo de bienes inmuebles, a cargo de la **********, Perito Valuador autorizado por la Comisión del Registro Estatal de Peritos, con registro **********; se le dijo a la autoridad demandada, que debería presentar a la citada Perito ante este Tribunal, a manifestar la aceptación y protesta de desempeñar el cargo conferido con arreglo a la ley.
Por otra parte, y en razón de que la autoridad demandada, en su contestación de demanda, plantea la extemporaneidad en la presentación de la demanda; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días hábiles, para que ampliara su demanda, apercibida de que en caso de no formularla en tiempo y forma se declararía precluido su derecho y en consecuencia se tendría por no ampliada su demanda. 

IV.- Por auto de fecha diecisiete de junio de dos mil veintidós se tuvo al Perito **********, por aceptando y protestando su fiel y legal desempeño al cargo conferido de perito dentro de la prueba pericial en materia de avalúo de bienes inmuebles, ofrecida por la actora del juicio.
Así mismo, tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la misma dentro del término de diez días, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que se encontraran relacionados.
V.- Por auto de fecha nueve de agosto de dos mil veintidós, se tuvo a la Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado por nombrando cmo Perito de su parte a la Ingeniera **********, así mismo, adiciono el cuestionario relativo a la prueba pericial en cita.
Por otra parte, se tuvo a la autoridad demandada, por contestando la ampliación a la demanda, por lo que se ordenó que con una copia simple de la misma se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene como pruebas dentro de la ampliación de demanda, las siguientes:

A la parte actora, las consistentes en:  

1.- Copia certificada del instrumento notarial **********, del tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital; copia certificada de las libertades de gravamen de fechas nueve de noviembre de dos mil nueve y veintisiete de abril de dos mil veintiuno; documentales que el actor detalla en los sub-incisos 1.1., 1.2. y 1.3. del inciso 1 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

2.- La instrumental de actuaciones.

3.- La presuncional legal y humana.
A la autoridad demandada, se le tuvo por admitidas:

1.- La Instrumental de actuaciones.

2.- La Presuncional legal, lógica y humana.

VI.- Por auto de fecha treinta de agosto de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demandada por solicitando se le otorgara una prórroga a fin de que la perito ofrecida de su parte, acudiera a este Tribunal para aceptar y protestar el cargo de Perito, otorgándosele una prórroga de tres días.
VII.- Por auto de fecha veinte de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo a la Perito Ingeniera **********, por aceptando y protestando el cargo de perito conferido por la autoridad demandada.

Por otra parte se señalaron las once horas del veinte de octubre de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.
VIII.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia únicamente del autorizado de la parte actora y del perito de la misma. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Sala dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida se ordenó continuar con el desahogo de la prueba pericial en materia de avalúo de bienes inmuebles, ofrecidas por las partes; en ese orden se dio cuenta de un escrito firmado por el perito de la parte actora. Por otra parte se tuvo por dando cuenta de un escrito firmado por la perito de la autoridad demandada, y toda vez que no asistió a la audiencia, se amonesto a dicho perito; por último se suspendió la audiencia y se fijaron las once horas con treinta minutos del ocho de noviembre de dos mil veintitrés, para su continuación.
IX.- En la fecha y hora indicadas señaladas para la continuación de la audiencia final, con la asistencia del autorizado de la parte actora, de los peritos de las partes, y del delegado de la autoridad demandada; se procedió al desahogo de las pruebas periciales en materia de avalúo de bienes inmuebles; ahora bien, y toda vez que dichos peritajes resultaron con notorias discrepancias, se ordenó suspender la audiencia a fin de determinar lo conducente respecto del llamamiento del perito tercero en la materia de la prueba pericial y una vez que fuera el momento procesal oportuno se fijaría fecha y hora para su continuación.

X.- Por auto de fecha veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, y toda vez que de una revisión a los peritajes de las partes, al advertir que los mismos eran discordantes, se nombró como perito tercero en discordia al **********por lo que se ordeno citrlo personalmente a fin de manifestar la aceptación y protesta del cargo conferido.

XI.- Por auto de fecha veinte de enero de dos mil veintitrés, se tuvo al perito tercero por aceptando el cargo conferido, así mismo se le requirió para que presentara su planilla de honorarios, la cual debería ser cubierta por las partes del juicio.

XII.- Por auto de fecha treinta de junio de dos mil veintitrés, se señalaron las once horas del dieciocho de agosto de dos mil veintitrés para la continuación de la audiencia final, debiendo citar personalmente al Perito Tercero para que rindiera y ratificara el dictamen que le fue encomendado por este Tribunal.

XIII.- En la fecha y hora indicada señalada para la continuación de la audiencia final, con la asistencia del autorizado de la parte actora, y del perito tercero; se procedió al desahogo de la prueba pericial en materia de avalúo de bienes inmuebles a cargo del perito tercero. Enseguida hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracciones X y XVIII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como los artículos 8, 21 y 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de que se trata de una reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, en la Vía contenciosa, que la Parte Actora formuló en contra de la Dirección del Registro Público del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.

Por otra parte, la Vía Contenciosa Administrativa es procedente, para efectuar la reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado en contra de la Autoridad Demandada, toda vez que de acuerdo, a lo que dispone el artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Vía Contenciosa procede cuando se reclame responsabilidad patrimonial a dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y Municipios del Estado. A efecto de dar sustento a lo anterior, se transcribe el precepto legal en cita:

“ARTÍCULO 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.”

Luego, en el caso que nos ocupa, la Autoridad demandada es la entidad municipal del Gobierno del Estado; por lo tanto, en términos del artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es procedente la Vía contenciosa, porque se trata de una reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado en contra de Autoridades Estatales.
SEGUNDO.- En cuanto a la personalidad de la Parte Actora, se debe precisar que el C.**********, comparece por derecho propio y efectúa el reclamo de Responsabilidad Patrimonial de la Dirección del Registro Público del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, en una sola vertiente, la de daño material, tal y como lo señaló en el escrito de demanda.

Al respecto, el promovente aduce una actividad administrativa irregular en su perjuicio, por el hecho concreto de la expedición de una libertad de gravamen de fecha nueve de noviembre de dos mil nueve, expedida por el subdirector del Registro Público de la Propiedad.

Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda la **********quien compareció en su carácter de Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado; quien para acreditar su personalidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió su nombramiento en copia certificada de fecha veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno, documental visible a foja 88 del expediente en que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada es la existencia o inexistencia de responsabilidad patrimonial de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado; de las que se demanda según lo señalado en el escrito de demanda, lo siguiente:

“La expedición de un certificado de libertad de gravámenes realizada el 9 de noviembre de 2009, mediante el cual se hace constar que el bien inmueble que se detalla en el hecho número 1 se encuentra libre de toda responsabilidad y gravamen. Sin embargo, en dicho acto la autoridad administrativa omitió señalar la existencia de una hipoteca que está inscrita y pesa sobre tal bien desde el 23 de marzo de 2006”

Acto que determina la litis de la presente controversia.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado hacen valer como causales de improcedencia y sobreseimiento, así como diversas excepciones, argumentando que no se acredita el daño ni la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la supuesta lesión producida, así como la prescripción de dicha reclamación patrimonial, lo cual será motivo de análisis al resolver el fondo de la cuestión planteada.
No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que dichas causales deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproduce a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

De lo anterior se sigue lo infundado de las causales de improcedencia invocadas por la Autoridad Demandada.

QUINTO.-  Esta Sala Unitaria procede al estudio de fondo de lo reclamado por la parte actora por la indemnización de daños y perjuicios que señala ofreciendo las  probanzas que ofertó en este juicio, argumentos que se contienen en el capítulo de Hechos, y la Relación Causa efecto, los cuales se analizan en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas aportadas de su parte, las que obran en autos.

En ese orden de ideas es menester señalar que la reparación de los daños y perjuicios reclamados como Actividad Irregular del Estado, la sustenta la parte Actora en los hechos y relación causa - efecto que hace valer en su escrito de demanda inicial que obra a fojas 3 a la 9 del escrito de demanda en los que refiere los siguiente:

HECHOS
1.- El 20 de noviembre de 2009 se celebró un Contrato de Compraventa mediante el instrumento ********** del tomo ********** ante la fe de la Notaría Pública Número ********** de esta ciudad, entre las vendedoras ********** y **********, así como el comprador **********.
En dicho contrato la cosa vendida consistió en la  casa ubicada en la calle **********, inscrita bajo el folio real ********** ante la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado al que le corresponden las siguientes medidas y colindancias:

(…)

Más aún, en el capítulo titulado “cláusulas del contrato de compraventa”, en su cláusula tercera, se estableció el precio sobre las dos terceras partes de la casa, por la cantidad de $**********.

2.- De manera que el 6 de noviembre de 2009 el Licenciado **********, titular de la Notaria Pública ********** de esta ciudad, de conformidad con los artículos 20 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y 2147 del Código Civil de San Luis Potosí, solicitó a la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado la inscripción de un primer aviso preventivo y el certificado sobre la existencia de los gravámenes que reporte el inmueble que sería vendido.

De ahí que el 9 de noviembre el Licenciado **********, en carácter de subdirector del Registro Público de la Propiedad certificó que:
CERTIFICADO DE LIBERTAD DE GRAVAMEN
(…)

TOTAL DE GRAVAMENES: 0

(…)
5.- Ahora bien, por solicitud expresa del señor **********, el 26 de abril de 2021 el Licenciado **********, titular de la Notaria Pública ********** de esta ciudad, solicitó a la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado la expedición de un certificado de libertad de gravámenes respecto del inmueble precisado en el hecho número 1.
Consecuentemente, el 27 de abril de 2021 la subdirectora de la Dirección del Registro Público de la Propiedad, certificó que: “(…) habiendo realizado el análisis correspondiente en los archivos de esta dirección a mi cargo, por un lapso correspondiente de 20 años a la fecha sobre el inmueble (…)”, se observan un total de 2 gravámenes, consistente en:

a).- Hipoteca a favor de **********. señalado como garantía el inmueble de referencia y gravándose el 100% del mismo, habiéndose registrado en la oficina de la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado a las 14:11 horas del 23 de marzo de 2006.

(,,,)

CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN

(…)

B) Segundo elemento. Irregularidad en el cumplimiento de los deberes y las obligaciones impuestas por la Constitución, la ley o el reglamento, ya sea por acción u omisión.

(…)

De manera que si el 9 de noviembre de 2009 el subdirector del Registro Público de la Propiedad certificó que el bien inmueble que se detalla en el hecho número 1 se encontraba libre de toda responsabilidad y gravamen, a pesar de haber omitido la existencia de una hipoteca. Entonces resulta que la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado si incurrió en una irregularidad en el cumplimiento de los deberes y las obligaciones que le son impuestas por la ley, pues la susodicha entidad responsable incidió en un acto anormal debido a que se transgredió el contenido de la base de datos del folio correspondiente al bien inmueble que se señala en el hecho número 1.

Por consiguiente, es evidente que la autoridad actuó en transgresión de los deberes y obligaciones que se detallan arriba en los incisos i)a x), ya que el 9 de noviembre de 2009 se omitió indicar que existía una hipoteca registrada a favor de **********. desde el 23 de marzo de 2006. Por ende, se quebrantaron los asientos registrales al certificar con inexactitud la sucesión interrumpida de las obligaciones que recaen sobre el inmueble.

De ahí que el subdirector del Registro Público de la Propiedad **********, incumplió con sus deberes de expedir certificaciones literales, con información veraz y confiable, en perjuicio de asegurar la integración de la información registral puesto que tenía prohibido modificar, destruir o provocar pérdida de información contenida en los sistemas y equipos de informática el Registro.

En conclusión en el presente concepto de impugnación se ha demostrado fehacientemente que el acto administrativo emitido con fecha 9 de noviembre de 2009, por un lado, es imputable a la Dirección del Registro Público de la Propiedad porque fue realizado en ejercicio de sus funciones y, por otra parte, se ejecutó de forma irregular en el cumplimiento de los deberes y las obligaciones impuestas por la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
(…)
SEXTO.- Bajo esa tesitura, y siendo que el presente juicio que nos ocupa trata de un Reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, se debe señalar que conforme a la normatividad que rige la materia, que es la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí en sus artículos 1º, 2º, 7º fracción X, y la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí  según los numerales 8°, 21, 24 y 27, en el Juicio Contencioso Administrativo impera el principio de que las cargas probatorias se distribuyen de la siguiente manera: 

1) Corresponde al particular probar: a) el daño o lesión patrimonial; y b) la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial  y la acción administrativa que la produjo.

2) En tanto que el Estado deberá probar, según sea el caso: a) la participación de terceros o del propio reclamante, en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; y b) los casos de excepción, previstos en el artículo 6° de dicha legislación, es decir: la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial; que los daños no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; que los daños derivan de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento.
Criterio que se robustece con lo ordenado por los artículos 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, que determina:

ARTÍCULO 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios:

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final.

ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley.

En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.

Ahora bien, por cuestión de método o técnica jurídica, en primer lugar debe analizarse la procedencia de la acción intentada; lo cual nos lleva al estudio de la carga probatoria acorde al numeral 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial en consulta, el cual establece los conceptos que debe demostrar en el presente juicio la parte actora, precepto legal que ya fue trascrito precedentemente.

De ahí, que ésta Sala Unitaria esté obligada a efectuar de oficio un estudio de los elementos de la acción intentada, a efecto de estar en condiciones de determinar su procedencia o improcedencia.

En el entendido de que la responsabilidad patrimonial se integra por los diversos elementos analizar que son; la existencia del daño al particular, la irregularidad administrativa de la actividad imputada a las entidades, y del nexo causal entre la conducta y la afectación, es decir: 

a).- La existencia del daño al particular, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial  reclamada, la cual  procede solo si  existe el daño causado, pero en la medida en que se haya producido la lesión patrimonial al particular como resultado de la acción u omisión de la administración, esto es, considerando que la causa de la actividad administrativa del Estado, resiente el particular un daño o perjuicio en su esfera jurídica, lesión patrimonial que se puede conformar por los menoscabos sufridos en su patrimonio, como las ganancias licitas que, de no haber sido por la actividad administrativa irregular, aquel hubiera obtenido. 

b) La existencia de una actividad administrativa irregular, y 

c) El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.

Partiendo de esa premisa, se tiene que la parte actora al estar reclamando la responsabilidad patrimonial del Estado, le corresponde probar el daño y la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial  y la acción administrativa que la produjo. 

Atento a lo anterior, esta Sala Unitaria procede a analizar la existencia de los daños que reclama el accionante, que señala resultan de la expedición de un certificado de libertad de gravámenes realizada el 9 de noviembre de 2009, mediante el cual se hace constar que el bien inmueble que se detalla en el hecho número 1 se encuentra libre de toda responsabilidad y gravamen. Sin embargo, en dicho acto la autoridad administrativa omitió señalar la existencia de una hipoteca que está inscrita y pesa sobre tal bien desde el 23 de marzo de 2006.
En ese orden de ideas, es menester señalar que los hechos que dan origen a la reclamación planteada por el Reclamante señalados como actividad irregular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado, la sustenta el accionante en su escrito de demanda.
Dentro de este contexto, a juicio de esta Sala Unitaria, se determina que no está demostrado por el Actor el primero de los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del Estado, que se hace consistir en la existencia del daño o lesión patrimonial que argumenta resintió, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial reclamada, lo que genera que  no esté probado su derecho a una indemnización por los daños y perjuicios que reclama en este juicio.

Detrimento patrimonial y daños que reclama como la expedición de un certificado de libertad de gravámenes realizada el 9 de noviembre de 2009, mediante el cual se hace constar que el bien inmueble que se detalla en el hecho número 1 se encuentra libre de toda responsabilidad y gravamen. Sin embargo, en dicho acto la autoridad administrativa demandada, omitió señalar la existencia de una hipoteca que está inscrita y pesa sobre tal bien desde el 23 de marzo de 2006.
La parte actora acompaña a su escrito inicial de demanda, las siguientes probanzas:
1.- Copia certificada del instrumento notarial **********, del tomo **********, del protocolo a cargo del Notario Público ********** con ejercicio en esta ciudad capital;
2.- copia certificada de las libertades de gravamen de fechas nueve de noviembre de dos mil nueve y veintisiete de abril de dos mil veintiuno;
Las anteriores probanzas se localizan a fojas de la 12 a la 47 del expediente en el que se actúa, las cuales se valoran de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y de las cuales se demuestra únicamente el testimonio del contrato de compra-venta del bien de referencia y un contrato de apertura de crédito con Garantía Hipotecaria; así como copia certificada de la Libertad de Gravamen del bien inmueble de referencia expedida el nueve de noviembre de dos mil nueve; empero de dichas probanzas no se acredita una responsabilidad administrativa por parte de la Dirección del Registro Público del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí. 

Por último, en relación a la prueba Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones, no le favorecen al actor, ante la ausencia de deducciones que deriven de hechos o del derecho invocado en el presente juicio, además de que no hay constancia en el presente sumario, que sea susceptible de hacer valor probatorio pleno y acreditar la existencia del elemento de daño que pretende.

Por otra parte, se debe de señalar que el bien inmueble del cual se ha venido haciendo referencia, en un primer término fue  donado a los CC. **********, por parte del C. **********, situación que se demuestra con la copia certificada del instrumento **********, del libro **********, del protocolo dela notaría pública número **********de fecha diecisiete de abril de dos mil ocho, documental que fue acompañada por la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, la cual obra a foja de la 92 a la 98 del expediente en el que se actúa, la cual se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en la cual en la parte que nos interesa manifiesta lo siguiente:

(…)

PRIMERA: El señor **********, dona a los señores ********** en mancomún pro-indiviso y por partes exactamente iguales el inmueble descrito en la declaración primera de este instrumento verificándose el traspaso a favor de la parte donataria bajo la ubicación, superficie, medidas lineales y colindancias anotadas en el punto primero de las declaraciones del mismo y con todos sus usos, construcciones e instalaciones y con todo cuanto de hecho y por derecho le corresponde legalmente en la actualidad.--------
SEGUNDA: La parte donante manifiesta que el inmueble que dona a título gratuito a favor de los señores **********, reporta un poder especial irrevocable, otorgado por el señor **********, a favor del señor **********, una hipoteca a favor del “**********”, Sociedad Anónima de Capital Variable, así como una anotación marginal relativa a la controversia familiar, trabada bajo el expediente ********** ante el Juzgado Cuarto de lo Familiar de esta Capital, los cuales aparecen en el certificado correspondiente, mismos que el donante se obliga a cancelar, obligándose la parte donante a responder del saneamiento, para el caso de evicción en los términos prevenidos por la ley.--------------------- (…)
Es decir, de lo anterior se puede advertir, que desde el pasado diecisiete de abril de dos mil ocho, cuando le fue donado en una tercera parte el inmueble de referencia al C. **********, ya se encontraba hipotecado a favor de “**********” S.A.  de C.V., por lo que tenía total conocimiento de dicha hipoteca.

Motivo por el cual, la parte Actora no acredita debidamente con los medios de prueba ofertados la existencia de que no tenía conocimiento de la hipoteca trabada sobre el bien inmueble de referencia, lo cual manifiesta fue de su conocimiento el pasado veintisiete de abril de dos mil veintiuno.

A mayor abundamiento, los medios probatorios en cita, analizados en forma conjunta resultan insuficientes para tener a la parte accionante por acreditando plenamente la existencia de la lesión patrimonial o los daños patrimoniales que reclama en esta vía, derivados de la expedición de la libertad de gravamen de fecha nueve de noviembre de dos mil nueve, en donde se le informa que en el inmueble de referencia no tiene gravamen alguno; ello en virtud, de que se ha demostrado que  la parte actora desde que le donaron una tercera parte del inmueble, ya tenía conocimiento de que el mismo se encontraba hipotecado, ello en virtud, de que en dicha donación ya se encontraba estipulado.

De todo lo que hasta aquí expuesto, esta Sala Unitaria concluye que el Reclamante no cumplió con la obligación de probar, la lesión patrimonial o daños y perjuicios sufridos, derivados de los hechos que relata en su demanda, que pudieran ser materia de la responsabilidad patrimonial imputada a las entidades presuntamente responsables; por lo que, al incumplir con su obligación procesal de acreditar la lesión patrimonial o los daños y perjuicios sufridos, consecuentemente, no se está en condiciones de analizar el elemento relativo a la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte accionante para que proceda el pago por la indemnización del daño que reclama como Responsabilidad Patrimonial de la Dirección del Registro Público del Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.

En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como 2, 5, 6, 7, 8, 21, 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria decreta que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 8°, 21, 26  y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO.- Se declara que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y vía electrónica  a las demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
